INCIDENTE DE DESACATO/ Sanción contra funcionario frente al cual no se abrió el incidente, es vulneratoria de su derecho al debido proceso
“(…) quien resultó afectado con la sanción fue, en últimas, el actual Gerente Nacional de Reconocimiento, pero sucede que en su contra nunca se abrió incidente alguno y, por tanto, tampoco se le brindó la oportunidad de ejercer su derecho de defensa. Así las cosas, si la sanción parte de una cuestión subjetiva, como se ha analizado, es lógico concluir que hubo una desviación del debido proceso en este caso concreto, dado que el requerimiento que se le hizo al funcionario no suple el incidente que de manera directa ha debido iniciarse en su contra.”
Cita: Corte Constitucional, sentencia T-271 de 2015.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

    SALA 6 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo 

Pereira, febrero tres de dos mil dieciséis
Expediente: 66001-31-18-001-2015-00085-01

Acta No. 043 de febrero 3 de 2016
Se pronuncia la Sala en relación con la consulta del auto proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento local, por medio del cual impuso sanciones por desacato a Luis Fernando de Jesús Ucros Velásquez, en su calidad de Gerente Nacional de Reconocimiento de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, de dos días de arresto y multa de dos salarios mínimos mensuales legales vigentes, por no cumplir con la orden dispuesta en la sentencia que ese mismo despacho profirió el 18 de junio de 2015, dentro de la acción constitucional que contra dicha entidad promovió, por conducto de abogado, la señora Paula Andrea Martínez Correa. 
ANTECEDENTES

En el fallo aludido, el Juzgado le ordenó a Colpensiones que en el término de cinco (5) días hábiles cancelara las incapacidades que le han sido concedidas a la señora Martínez Correa, y las demás que se siguieran causando. 
Ante la manifestación de la interesada sobre el incumplimiento, se abrió el respectivo incidente, que se encausó frente a Zulma Constanza Guauque Becerra; posteriormente, pero sin vincularlo formalmente al incidente, requirió a Luis Fernando de Jesús Ucross Velásquez para que cumpliera el fallo. En vista de que se guardó silencio frente al requerimiento, se le impuso sanción a este último en la forma arriba indicada y subió el auto en consulta.  

 



En esta instancia, la entidad accionada se pronunció y envió por correo electrónico copia del escrito de respuesta y de la resolución mediante la cual se resolvió favorablemente la petición de pago de las incapacidades con su respectiva notificación al abogado. 

  



CONSIDERACIONES 




El incumplimiento de una providencia dictada por un juez en sede de tutela, abre el camino a un incidente de desacato que implica, a la postre, si no se obtiene en definitiva el acatamiento de la orden, que se sancione al responsable con arresto y multa. Ello, en desarrollo de lo previsto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991. 

Mas, en ese incidente, y en general, en el trámite de la acción, debe velarse por que la orden que se imparte recaiga en el funcionario que legalmente está llamado a cumplirla, pues de lo contrario, y a pesar de su silencio, no se podrían imponer tales cargas; si así se hace, se desconocerían reglas propias del debido proceso. Pero, además, ese funcionario tiene que ser vinculado formalmente al incidente, pues solo así se garantizaría su derecho de defensa.
Precisamente, en época reciente recordó la Corte Constitucional qué es lo que debe verificarse en un incidente de esta naturaleza; y, adicionalmente, refrendó la posibilidad de que una decisión adoptada en el trámite de una tutela pueda, en eventos excepcionales, ajustarse, para que, como consecuencia de ello, se abra paso una sanción. En todo caso, siempre debe preservarse el debido proceso y, como parte integrante del mismo, el derecho de defensa. 

En la sentencia T-271 de 2015, se precisó: 

“1.1. 
La Corte ha reiterado que, dada la naturaleza especial que tiene el incidente de desacato, el juez que conoce del mismo no puede volver sobre los juicios o las valoraciones que hayan sido objeto de debate en el respectivo proceso de tutela, ya que ello implicaría “revivir un proceso concluido afectando de esa manera la institución de la cosa juzgada”
. De acuerdo con lo anterior, el ámbito de acción del operador judicial en este caso está definido por la parte resolutiva del fallo correspondiente
. En este orden de ideas, la autoridad judicial que decide el desacato debe limitarse a verificar: 

“(1) a quién estaba dirigida la orden; 

(2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; 

(3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada). (Sentencias T-553 de 2002 y T-368 de 2005).

Adicionalmente, el juez del desacato debe verificar si efectivamente se incumplió la orden impartida a través de la sentencia de tutela y, de existir el incumplimiento, debe identificar si fue integral o parcial. Una vez verificado el incumplimiento debe identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el derecho (…)”. 

Con todo, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que por razones muy excepcionales el juez que resuelve el incidente de desacato, con la finalidad de asegurar la protección efectiva del derecho, puede proferir órdenes adicionales a las originalmente impartidas o introducir ajustes a la orden inicial, siempre que se respete el alcance de la protección y el principio de la cosa juzgada, señalando los lineamientos que han de seguirse para tal efecto:  
“(1) La facultad puede ejercerse cuando debido a las condiciones de hecho es necesario modificar la orden, en sus aspectos accidentales, bien porque:

(a) la orden original nunca garantizó el goce efectivo del derecho fundamental tutelado, o lo hizo en un comienzo pero luego devino inane; 

(b) porque implica afectar de forma grave, directa, cierta, manifiesta e inminente el interés público o 

(c) porque es evidente que lo ordenado siempre será imposible de cumplir.  

(2) La facultad debe ejercerse de acuerdo a la siguiente finalidad: las medidas deben estar encaminadas a lograr el cumplimiento de la decisión y el sentido original y esencial de la orden impartida en el fallo con el objeto de asegurar el goce efectivo del derecho fundamental tutelado.  

(3) Al juez le es dado alterar la orden en sus aspectos accidentales, esto es, en cuanto a las condiciones de tiempo, modo y lugar, siempre y cuando ello sea necesario para alcanzar dicha finalidad. 

(4) La nueva orden que se profiera, debe buscar la menor reducción posible de la protección concedida y compensar dicha reducción de manera inmediata y eficaz.”

1.2. Por otro lado, sin desconocer que el trámite incidental de desacato debe tramitarse al igual que la tutela de manera expedita, es obligación del juez garantizar los derechos al debido proceso y de defensa de la persona contra quien se ejerce, en virtud de lo cual deberá: “(1) comunicar al incumplido sobre la iniciación del mismo y darle la oportunidad para que informe la razón por la cual no ha dado cumplimiento a la orden y presente sus argumentos de defensa. Es preciso decir que el responsable podrá alegar dificultad grave para cumplir la orden, pero sólo en el evento en que ella sea absolutamente de imposible cumplimiento
, lo cual debe demostrar por cualquier medio probatorio; así mismo, debe (2) practicar las pruebas que se le soliciten y las que considere conducentes son indispensables para adoptar la decisión; (3) notificar la decisión; y, en caso de que haya lugar a ello, (4) remitir el expediente en consulta ante el superior”
”.
Es menester traer a colación lo anterior, por cuanto, en este caso, saltan a la vista los siguientes hechos: 

a. La orden se le impartió, según se podría inferir del ordinal primero de la resolutiva del fallo, a las Gerencias Nacionales de Reconocimiento y Nómina de Colpensiones. 
b. En el auto del 28 de julio del presente año, se requirió a las funcionarias encargadas de esas dependencias para que la cumplieran. Además, se puso en conocimiento la situación de su superior, para que hiciera acatar la decisión y, en su caso, iniciara las gestiones disciplinarias respectivas. 

c. Más adelante, el 26 de agosto, se abrió el incidente de desacato contra las mencionadas gerentas; posteriormente se vinculó a la Vicepresidenta de Beneficios y Prestaciones. 

d. Por información del Vicepresidente Jurídico de la entidad, la Gerencia Nacional de Reconocimiento cambió de titular, es decir, ya no es Zulma Constanza Guauque Becerra, sino Luis Fernando de Jesús Ucross. 
e. Con esa anotación, dispuso el juzgado enviarle un oficio a este nuevo Gerente para que cumpliera el fallo de tutela. 

f. A continuación, como guardó silencio, se resolvió el incidente y se le sancionó en la forma indicada. 

   



Como se observa, quien resultó afectado con la sanción fue, en últimas, el actual Gerente Nacional de Reconocimiento, pero sucede que en su contra nunca se abrió incidente alguno y, por tanto, tampoco se le brindó la oportunidad de ejercer su derecho de defensa. Así las cosas, si la sanción parte de una cuestión subjetiva, como se ha analizado, es lógico concluir que hubo una desviación del debido proceso en este caso concreto, dado que el requerimiento que se le hizo al funcionario no suple el incidente que de manera directa ha debido iniciarse en su contra. 

Como ello es así, basta esta observación para revocar el auto consultado. Y con mayor razón, si a ello se suma que el Vicepresidente Jurídico y Secretario General de Colpensiones dio cuenta de la emisión de la resolución por medio de la cual se ordenó el pago de las incapacidades, de lo cual fue enterado el apoderado de la accionante, quien afirmó que con ello se superaba la situación que dio lugar al trámite. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala 6 de Asuntos Penales para Adolescentes, REVOCA el auto consultado; en su lugar, se abstiene de imponer sanciones por desacato a Luis Fernando de Jesús Ucros Velásquez, en su calidad de Gerente Nacional de Reconocimiento de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, dentro de la acción que contra dicha entidad promovió, por conducto de abogado, Paula Andrea Martínez Correa. 
   



Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   
         JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
� Sentencia T-188 de 2002.


� En Sentencia T-014 de 2009 se indicó: “A este respecto se resalta, en primer lugar, que no es posible que las consideraciones que se hagan para decidir el incidente conduzcan a la reapertura del tema de fondo, ya decidido mediante la sentencia de tutela. En este sentido debe subrayarse que en ese momento procesal el referido fallo ha hecho tránsito a cosa juzgada, por lo que la decisión en él contenida resulta inmodificable y de obligatorio acatamiento, incluso para el juez que la hubiere proferido. Es claro entonces que nada en el incidente de desacato puede implicar la reconsideración de la decisión cuyo cumplimiento se busca, ni aún con la aquiescencia del beneficiario de aquélla, ni tampoco con la del juez que la originó. // El tema se limita entonces a examinar si la orden emitida por el juez de tutela para la protección del derecho fundamental, fue o no cumplida en la forma allí señalada. La decisión que debe adoptarse dentro de este incidente deberá tener como referente el contenido de la parte resolutiva de la sentencia de tutela cuyo cumplimiento se busca. Así, especialmente si la persona o autoridad accionada no ha estado enteramente inactiva, sino que realizó determinadas conductas a partir de las cuales alega haber cumplido con la orden de tutela que le fuera impartida, será entonces a partir del contenido de dicha parte resolutiva que podrá apreciarse la validez del reclamo planteado y/o las explicaciones de la autoridad o persona accionada.”


� Sentencia T-1113 de 2005.


� Sentencia T-086 de 2003.


� Cfr. Sentencias T-635 de 2001 y T-086 de 2003.


� Sentencia T-459 de 2003. 





